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I) NOVEDADES NORMATIVAS

1) Estado.

Desde el anterior informe fechado en octubre de 2014 hasta el momento no se ha aprobado por el Estado ninguna norma que de forma directa y sistemática regule el patrimonio local.  De ahí que únicamente se dé cuenta de la aprobación de la Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de parques nacionales; y la Ley 33/2014, de 26 de diciembre, por la que se modifica la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de pesca marítima del Estado.
2) Comunidades Autónomas.

Con carácter general es preciso advertir que desde octubre de 2014 no se han aprobado normas que regulen directamente y sistemáticamente el patrimonio local, si bien han aparecido regulaciones sectoriales diversas que pueden ser de interés.

C) Galicia.

Se da cuenta de la aprobación de la Ley 7/2014, de 26 de septiembre, de patrimonio documental de interés para Galicia.
F) Aragón 

Se han aprobado diversas normas que pueden ser de interés. Dado que no regulan propiamente el patrimonio local, únicamente se dará únicamente cuenta de ellas. En concreto, se han aprobado la Ley 10/2014, de 27 de noviembre, de aguas y ríos de Aragón; Ley 11/2014, de 4 de diciembre, de prevención y protección ambiental de Aragón; Decreto 167/2014, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural de Los Valles Occidentales; Decreto 168/2014, de 21 de octubre, del Gobierno de Aragón, por el que aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural de Posets-Maladeta; Decreto 177/2014, de 4 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural del Moncayo; Decreto 187/2014, de 18 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan de Protección del Paisaje Protegido de los Pinares de Rodeno;  Decreto 188/2014, de 18 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Plan de Protección del Paisaje Protegido de San Juan de la Peña y Monte Oroel; y Decreto 204/2014, de 2 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión del Parque Natural de la Sierra y los Cañones de Guara.
Finalmente, se ha aprobado el Decreto 179/2014, de 4 de noviembre, del Gobierno de Aragón, por el que se regula la recolección y el aprovechamiento de setas silvestres en terrenos forestales. Dicha normas son aplicables tanto a los montes privados como públicos. A los Entes locales se alude expresamente en los arts. 5 y 13 y Disposición transitoria segunda, que se transcriben a continuación:

“Artículo 5. Tipos de aprovechamiento de setas silvestres
1. A los efectos de este decreto, se distinguen aprovechamientos episódicos y aprovechamientos regulados.

2. Los aprovechamientos en montes comunales se regirán por lo dispuesto en la normativa de régimen local, y de forma supletoria por lo dispuesto en la legislación sectorial de montes.
Artículo 13. Ordenanzas municipales sobre aprovechamiento regulado.

1. El régimen específico de los aprovechamientos de setas silvestres en los montes pertenecientes a los Municipios, en su término municipal, se establecerá mediante la correspondiente ordenanza, de conformidad con el artículo 185 de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.

2. En la elaboración de estas ordenanzas se deberán establecer prescripciones técnicas y fiscales que no contradigan las determinaciones contenidas en este decreto y no den lugar a disparidad de criterios respecto a aquellos montes integrados en igual zona de aprovechamiento regulado. A este respecto, y al objeto de lograr una armonización de estas ordenanzas municipales los Municipios que se encuentren en esta situación, establecerán los necesarios mecanismos de coordinación.

3. Una vez aprobadas las ordenanzas municipales, y en aras de una mejor colaboración entre Administraciones, estas deberán ser puestas en conocimiento del servicio provincial del Departamento competente en materia de montes, sin perjuicio de su publicación oficial conforme a lo establecido por la legislación de régimen local.

Disposición transitoria segunda. Ordenanzas municipales en vigor.

1. Las ordenanzas municipales existentes a la entrada en vigor de este Decreto se aplicarán en sus actuales términos en el plazo máximo de dos años tras la publicación de este Decreto, salvo que antes se haya procedido a su modificación.

2. Las ordenanzas actualmente existentes deberán adaptarse a lo previsto en este Decreto en el plazo de dos años tras su publicación.”
G) Comunidad foral de Navarra.

Se da cuenta de la aprobación por Comunidad de Navarra de la Ley 23/2014, de 2 de diciembre, por la que se modifica la Ley 6/1990, de 2 de julio, de la Administración local de Navarra.
H) Otras Comunidades Autónomas.

La Comunidad Autónoma de La Rioja ha aprobado la Ley 7/2014, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas para el año 2015. En su art. 47 se ha añadido un nuevo apartado 4 al art. 177 de la Ley  1/2003, de 3 de marzo, de Administración local de La Rioja, que se transcribe a continuación

'4. Los Municipios podrán afectar sus bienes y derechos a otras Administraciones Públicas para ser destinados a un determinado uso o servicio público competencia de estas últimas. Este supuesto de mutación entre Administraciones públicas no alterará la titularidad de los bienes ni el carácter demanial de los mismos”.
Se da cuenta de la aprobación por la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares de la Ley 11/2014, de 15 de octubre, de comercio de las Islas Baleares. En sus arts. 44 y ss. se regula la venta ambulante o no sedentaria, que se define como la realizada fuera de un establecimiento comercial permanente, de manera habitual, ocasional, periódica o continuada, en los perímetros o lugares debidamente autorizados, en instalaciones comerciales desmontables o transportables, incluyendo los camiones tienda; en todo caso, este tipo de venta únicamente se puede llevar a cabo en mercados fijos, periódicos u ocasionales, así como en lugares instalados en la vía pública. No se procede a exponer la regulación contenida en la Ley 11/2014, dado que la misma se aplica tanto a la venta ambulante sobre suelos de propiedad pública como privada. En todo caso, en su art. 54 se prevé la existencia de unas Ordenanzas municipales que regulen la misma en desarrollo de lo previsto en la citada Ley.
Finalmente, la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia ha aprobado  la Ley 6/2014, de 13 de octubre, de medidas urgentes para la garantía y continuidad de los servicios públicos en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. En concreto, en su art. 7 se establece en relación con los bienes locales destinados a educación lo siguiente:

“Artículo 7. Competencias en materia de educación
Las competencias relativas a participar en la vigilancia del cumplimiento de la escolaridad obligatoria y cooperar con la Administración educativa de la Comunidad Autónoma en la obtención de los solares necesarios para la construcción de nuevos centros docentes, así como la conservación, mantenimiento y vigilancia de los edificios de titularidad local destinados a centros públicos de educación infantil, de educación primaria o de educación especial, serán ejercidas por los Municipios hasta que la Comunidad Autónoma asuma la titularidad de las mismas en los términos previstos en las normas reguladoras del sistema de financiación de las comunidades autónomas y de las Haciendas locales, de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional decimoquinta  de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre .

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
La jurisprudencia que se comenta en el presente apartado se corresponde con las Sentencias del Tribunal Constitucional y los Tribunales Superiores de Justicia hechas públicas desde el último informe presentado.

Por lo que respecta a la estructura expositiva de las Sentencias citadas se agruparán, en los casos en que sea preciso, en los siguientes apartados: los bienes de dominio local (clasificación, titularidad, objeto, fin público, alteración de la calificación jurídica y régimen jurídico); los bienes patrimoniales locales (clasificación y régimen jurídico); adquisición y enajenación del patrimonio local; utilización de los bienes de dominio público y patrimoniales; y régimen de protección de los bienes de las Entidades locales.
1) TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

El Pleno del Tribunal Constitucional ha dictado la Sentencia núm. 141/2014, de 11 de septiembre. En su f.j. 11 se pronuncia sobre el carácter básico de la regulación contenida en los arts. 33 y 34 de la Ley estatal del Suelo de 2007 y arts. 38 y 39 del Texto refundido de la Ley del Suelo del año 2008.

En la Disposición final primera del Texto refundido de la Ley del Suelo se dice que el art. 38 tiene el carácter de base de la planificación general de la actividad económica de acuerdo con lo previsto en el art. 149.1.13 de la Constitución.  Previsión que el Tribunal Constitucional considera conforme con la propia doctrina anterior del Tribunal. En concreto, afirma lo siguiente:
“En nuestra STC 61/1997 afirmamos que la concreción de los bienes que integran el patrimonio municipal de suelo “no responde ya de forma inmediata y directa a la planificación general de la actividad económica”, sino que constituye “una regulación detallada que ha quedar a la libre configuración de las Comunidades Autónomas, sin que, en este caso, quepa apreciar la concurrencia de ningún otro título competencial a favor del Estado” (FJ 36). Ahora bien, en la presente reglamentación la cuestión es distinta, puesto que el art. 38.1 se limita a extraer las consecuencias de la configuración del deber de cesión previsto en el art. 16.1 b) de la Ley. Este precepto, no impugnado ni discutido por ninguno de los recurrentes en cuanto instituye una cesión de suelo con destino a patrimonio público de suelo, tiene cobertura en el art. 149.1.1 CE y, por tanto, ampara la previsión —que es mera consecuencia del mismo— de la regla ahora enjuiciada, según la cual los bienes obtenidos como consecuencia de esa cesión forman parte necesariamente de los patrimonios públicos de suelo. Adicionalmente, esta ordenación no cierra la posibilidad de que las Comunidades Autónomas establezcan en sus correspondientes legislaciones que otros bienes o recursos formen también parte de los patrimonios públicos de suelo, por lo que la previsión estatal resulta respetuosa de las competencias autonómicas en materia de urbanismo.

Por otra parte, el inciso inicial del art. 38.1 —“la finalidad de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y facilitar la ejecución de la ordenación territorial y urbanística”— encuentra cobertura, tal y como se deduce de nuestra STC 61/1997 (FJ 36), en la competencia estatal ex art. 149.1.13 CE. Esta regulación tiene como precedente el art. 276 del texto refundido de la Ley de suelo de 1992 entonces no impugnado, pero con el que tenía estrecha relación el art. 280.1 del Texto refundido que, precisamente por esta conexión, se consideró constitucional en cuanto norma básica vinculada a la planificación de la actividad económica general.

En cuanto al art. 38.2, el mismo debe declararse igualmente constitucional puesto que la regulación del destino de los bienes ya se calificó como una materia de competencia estatal ex art. 149.1.13 CE. La regla que se establece en este apartado, que configura los patrimonios públicos de suelo como patrimonios separados y que impide que los ingresos que se obtengan mediante su enajenación o en concepto de sustitución de la entrega de suelo se destinen a otros fines que no sean la conservación, administración y ampliación de los mismos o a los usos propios de su destino, constituye una regla de garantía o aseguramiento de la suerte de los bienes que integran el patrimonio público del suelo a los fines previstos en la legislación correspondiente (básica estatal y autonómica de desarrollo)”.
Y, por lo que respecta al art. 39 del Texto refundido de la Ley del Suelo, el Tribunal Constitucional afirma que la impugnación debe desestimarse, puesto que, como hemos razonado anteriormente en la Sentencia, en nuestra STC 61/1997 (FJ 36) ya sostuvimos el criterio de que la regulación del destino de los bienes del patrimonio público de suelo podía considerarse regulación básica directamente vinculada a la planificación de la actividad económica general (art. 149.1.13 CE) en relación con la vivienda (art. 47 CE).
3)  TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

A) Tribunal Superior de Justicia del País Vasco
a) Protección de los bienes de las Entidades locales: requisitos para el ejercicio de la potestad de recuperación de oficio.

Se ha dictado la STSJ del País Vasco, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, núm. 376/2014, de 29 de julio. En ella se pronuncia sobre los requisitos para el ejercicio de la potestad de recuperación de oficio y, en particular, a quién corresponde la carga de la prueba para justificar que ha existido una usurpación de un bien público.
En relación con esta última cuestión en la Sentencia se afirma que es el Ayuntamiento el que corre con la carga de probar la demanialidad "no controvertible" del bien o su destino actual o reciente al uso público y no es el recurrente el que corría con la carga de probar su propiedad sobre el bien o posesión pacífica e ininterrumpida desde una determinada fecha, a salvo las acciones de dominio que cualquiera de ambos pudieran ejercer ante la jurisdicción civil. Así, no puede trasladarse esa carga al propietario requerido para que cese en la ocupación de un bien, a saber, si demanial o privado, sin haber acreditado el Ayuntamiento los requisitos que condicionan el éxito de la acción recuperatoria ejercida por esa Administración, so pena de dar a esa prerrogativa o facultad de autotutela un alcance superior al determinado por la normativa de régimen patrimonial de las Administraciones públicas y por la jurisprudencia. 
Partiendo de esta declaración en la Sentencia se examinan las diversas pruebas alegadas por ambas partes y estima que no son suficientes para permitir ejercitar la acción por parte de la Entidad local; y ello sin perjuicio del pronunciamiento de los tribunales civiles sobre la cuestión de propiedad. A estos efectos, en la Sentencia se considera que no resulta suficiente la inclusión en el Inventario de bienes de las Entidades locales, cuando esta inscripción se opone a otras actuaciones del propio Ayuntamiento
B) Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
a) Protección de los bienes de las Entidades locales.

Se ha dictado la STSJ de Cataluña, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 5ª, num. 458/2014, de 19 de mayo. En ella se pronuncia sobre si un vecino puede exigir a un Ayuntamiento que ejercite las potestades oportunas de investigación, deslinde o recuperación y recurrir los actos que desestiman el ejercicio de tales potestades por considerar que se trata de bienes privados. La Sentencia va a entender que el vecino puede exigir el ejercicio de tales potestades y, en concreto, instar la acción y acceder a la información correspondiente existente en el expediente administrativo, puesto que constituye una obligación ejercitar dichas acciones por el Ayuntamiento. Partiendo de este presupuesto, en la Sentencia se examinan las diversas pruebas que llevaron a estimar el Ayuntamiento que no era un bien público y se estiman insuficientes para denegar el ejercicio de la acción, por lo que anula los actos recurridos y ordena retrotraer las actuaciones para que se practiquen las actuaciones probatorios completas.

D) Tribunal Superior de Justicia de Andalucía
a) Enajenación del patrimonio local: nulidad de los convenios en los que se ceden bienes integrantes del patrimonio municipal del suelo como pago de deudas municipales..

Se ha dictado la STSJ de Andalucía, Málaga, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª, num. 425/2014, de 12 de febrero. En ella se pronuncia sobre la validez de un convenio entre un Ayuntamiento y una empresa que implicaba la cesión de determinados aprovechamientos urbanísticos a fin de transigir determinados procedimientos judiciales que éstas tenían entablados frente al Ayuntamiento por el impago de las deudas que la Entidad local tenía con esta empresa por prestación del servicio de limpieza viaria.
El Tribunal anula el convenio por varios motivos. En primer lugar, no se trata de una transacción judicial admitida en nuestro Derecho, sino de una enajenación de bienes o derechos de  carácter patrimonial, vía dación en pago; y la prueba es que las obligaciones solo se establecían para la Administración sin que la empresa adquiriera ninguna por su parte cuando, como es sabido, en la transacción dan, prometen o retienen "cada una parte" alguna cosa. Por tanto, se da toda la apariencia de que se ha utilizado un procedimiento de adjudicación directa para enajenar un bien o derecho patrimonial de la Administración, soslayando la Ley andaluza 7/99  de Bienes de las Entidades Locales que habría que haber observado, incluso si se tratara de una transacción en forma, dado que el art. 1812 del Código civil determina que "las Corporaciones que tengan personalidad jurídica sólo podrán transigir en la forma y con los requisitos que necesiten para enajenar sus bienes". Lo que implica una infracción evidente del art. 19 de la Ley 7/99 de Bienes de las Entidades Locales , según el cual "las enajenaciones de bienes Patrimoniales se regirán, en cuanto a su preparación adjudicación por la normativa reguladora de la contratación de las Administraciones Públicas" (inspirada por el principio concurrencia), añadiendo el art.20.1 que "la forma normal de enajenación de bienes patrimoniales será la subasta, "estableciendo el apartado .2 del mencionado precepto los supuestos en los que es utilizable el concurso y el art 21 los supuestos de procedimiento negociado."
En segundo lugar, en la Sentencia comentada se afirma que es evidente que a través de este Convenio se ha venido también a contravenir el art. 161.d) de la Ley andaluza 7/99 conforme al cual "en ningún caso el importe de la enajenación de bienes patrimoniales se podrá destinar a financiar gastos corrientes." De la misma manera el Texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales viene a prescribir que " los ingresos procedentes de la-enajenación o de bienes y derechos que tengan la consideración de patrimoniales no podrán destinarse a la financiación de gastos corrientes, salvo que se trate de parcelas sobrantes de vías públicas no edificables o de efectos no utilizables en servicios municipales o provinciales". Y es evidente como dijo la hoy apelante que dado que la deuda que se pretende saldar tiene su origen en la deuda que el Ayuntamiento contrajo con una empresa  en relación al servicio de limpieza viaria se ha de concluir que el gasto en cuestión tiene el carácter de "corriente" en base a lo establecido por la Orden de 20 de septiembre de 1989, que regula la estructura de los presupuestos de las Entidades locales.
En tercer lugar, en la Sentencia se dice que el techo edificable que es objeto de cesión en pago de deudas ha sido obtenido por el Ayuntamiento a través de un convenio urbanístico, por lo que pasa a integrar automáticamente el Patrimonio Municipal del Suelo. Así, resulta de lo dispuesto en el artículo 72 de la Ley 7/02, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía (en adelante, LOUA), conforme al cual integran los patrimonios públicos de suelo los terrenos y construcciones obtenidos en virtud de las cesiones que correspondan a la participación de la Administración en el aprovechamiento urbanístico por ministerio de la ley o en virtud de convenio urbanístico.  Precepto que hay que poner en relación con el art. 30 también de la ley 7/2002 (LOUA) que en su apartado 2 comienza diciendo: " La Administración de la Junta de Andalucía y los Ayuntamientos, actuando en el ámbito de sus respectivas competencias y de forma conjunta o separada, podrán también suscribir con cualesquiera personas, públicas o privadas, sean o no propietarias de suelo, convenios urbanísticos relativos a la formación o innovación de un instrumento de planeamiento." Y entre las reglas que el referido precepto establece para los referidos convenios establece que la cesión del aprovechamiento urbanístico correspondiente a la Administración urbanística, bien en suelo o cantidad sustitutoria en metálico según las condiciones que se establezcan en el convenio, se integrará en el patrimonio público de suelo correspondiente. En los casos en los que la cesión del aprovechamiento urbanístico se realice mediante el pago de cantidad sustitutoria en metálico, el convenio incluirá la valoración de estos aprovechamientos realizada por los servicios de la Administración.  

Así pues es clara la voluntad del legislador de que lo adquirido por la Administración por convenio forme parte del Patrimonio Municipal del Suelo y todo ello que de este salga a él debe repercutir: así el uso o destino de los ingresos que se obtengan la conservación, administración y ampliación del citado Patrimonio municipal y a otros usos de interés social. Debe tenerse en cuenta que tradicionalmente el Patrimonio municipal  ha estado constituido por un patrimonio independiente y separado del restante patrimonio de la Administración y del que forman parte un conjunto de bienes patrimoniales, en el caso de la normativa andaluza, que queda afectado a unos fines concretos determinados por la ley .
En definitiva, el aprovechamiento urbanístico se ha definido como un bien inmaterial, de naturaleza real, que faculta a su titular a edificar sobre un terreno e incorporar lo construido a su patrimonio, previo cumplimiento de las obligaciones establecidas por la ley y el planeamiento. Es un bien, un objeto patrimonial susceptible de trafico jurídico y de valoración económica. Ahora bien aunque no se admitiese la inclusión de los aprovechamientos cedidos al Ayuntamiento en el Patrimonio municipal sí habría en cualquier caso que considerarlo como un bien patrimonial y aplicarle normativa establecida para la enajenación de estos últimos
H) Otros Tribunales Superiores de Justicia
a) Protección de los bienes de las Entidades locales: requisitos para el ejercicio de la potestad de recuperación de oficio.

Se ha dictado la STSJ de Castilla y León, Burgos, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, núm. 190/2014, de 5 de septiembre, que se pronuncia sobre el ejercicio de la potestad de recuperación de oficio y los requisitos necesarios para hacerla efectiva y se hace una valoración de las diversas pruebas aportadas para la procedencia de la recuperación de oficio.
En primer lugar, la citada Sentencia resume la jurisprudencia del TS dictada al respecto, con mención de numerosas Sentencias en la misma. Así, en ella se afirma que constituye doctrina reiterada del TS que la viabilidad de la acción administrativa de recuperación posesoria exige una acreditación de la posesión pública del bien y de la perturbación posesoria del mismo. La justificación indiciaria de la antedicha posesión administrativa debe resultar  innegable salvo que la demanialidad del bien fuere incontrovertible. También es preciso en el procedimiento de recuperación de oficio que los bienes municipales se encuentren perfectamente identificados sobre el terreno pues cuando no hay confusión de límites no es necesario un deslinde previo. Facultad de recuperación de oficio que exige una prueba plena y acabada. Exigencias esenciales en razón de que el ejercicio de tal potestad implica un privilegio al resolver la Administración el problema por si misma sin necesidad de acudir a la tutela judicial expresada a través de la actuación de los Tribunales de Justicia. Por ello no cabe el ejercicio de esta privilegiada acción recuperatoria o de autotutela administrativa cuando la posesión pública no aparezca como inequívoca e indudable, o su dilucidación exija complicados juicios de valor o de ponderación
Partiendo de esta doctrina del TS que se expone en la Sentencia, el TSJ entiende que no concurren estas exigencias en el caso concreto,  Así, afirma que es preciso una acreditación clara de la posesión de los bienes; y no existe ningún documento que acredite que estos caminos sean dominio del Ayuntamiento, ni tampoco se acredita mínimamente que estos caminos sean del Ayuntamiento, no acreditándose realmente la existencia de estos caminos y la posesión de los caminos por parte del Ayuntamiento o de sus vecinos. Tampoco se acredita que esta posesión sea pública. Así, en primer lugar, no se recoge una relación de estos caminos en el Inventario de Bienes del Ayuntamiento. En segundo lugar, no constan a nombre del Ayuntamiento en el Catastro, ni se acredita inscripción alguna a su favor en el Registro de la Propiedad. En tercer lugar, tampoco se aprecia con claridad meridiana la existencia de estos caminos en ortofoto alguna, ni del SIGPAC, ni del Catastro. En cuarto lugar, en la descripción de las fincas que consta en fotocopias de las escrituras públicas aportadas por la parte aquí apelada no figuran estos caminos. En quinto lugar, no se ha aportado descripción registral de la única finca registrada de las tres afectadas en que se aprecie existencia alguna de los caminos. En sexto lugar, la Administración otorgó licencia de cerramiento sin advertir a la parte que debía respetar los caminos que, según el Ayuntamiento, discurrían por estas parcelas para las que concedió licencia de cerramiento. Y en séptimo lugar, visto el documento de levantamiento topográfico de la zona y georeferenciación de caminos con respecto a ortofoto, se aprecia que los caminos que se referencian no coinciden con los caminos que se manifiesta en otros documentos, por lo que sería preciso un previo deslinde. Por otra parte, y lo que es especialmente trascendente, es que el Ayuntamiento sólo aporta, para acreditar la existencia de estos caminos, dos planos en los que no figuran estos dos caminos, sino que en un plano figura uno sólo de estos caminos y en el otro figura el otro, y ninguno de estos dos caminos coinciden con los caminos que se aprecian en las ortofotos del Catastro. Por otra parte, de la información gráfica de las fincas de la zona por parte del Catastro no consta la existencia de camino alguno por donde indica el Ayuntamiento.
Por tanto, no es posible considerar que exista una prueba concluyente de la realidad de estos caminos. Es indudable que no se exige una total demostración de la demanialidad de los caminos, pero es que el Ayuntamiento no acredita demanialidad alguna, por lo que la posesión debe ser acreditada suficientemente, exigiendo que la posesión pública aparezca como inequívoca e indudable, o su dilucidación no exija complicados juicios de valor o de ponderación. Circunstancias éstas que no concurren, ante la nulidad de documentación que acredite el dominio, ante la falta adecuada de documentos que acrediten la anterior existencia de estos caminos. Por ello, no es posible acceder a la pretensión de la parte apelante, pues el artículo 71.2 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, requiere no sólo el previo acuerdo de la Corporación, sino que se acompañen documentos acreditativos de la posesión, sin que se den en el presente supuesto pues en ningún caso puede considerarse suficiente los dos planos citados, sin que se trate de repeler una usurpación reciente puesto que ya hasta el propio Ayuntamiento había otorgado licencia para cercar las parcelas sin haber hecho salvedad de los caminos que ni siquiera figuraban en el inventario de bienes, ni en la planimetría del Catastro. Antes de acudir a esta recuperación de oficio es requisito imprescindible proceder primeramente a investigar sobre la existencia real y efectiva de estos caminos, no mera permisividad del paso por las parcelas por parte del titular de las mismas, y que estos caminos son de titularidad pública, con un mínimo deslinde, y con ello proceder a realizar las actuaciones de recuperación de la posesión..
III) DOCUMENTACION

Desde el último informe fechado en octubre de 2014 se han publicado diversas actuaciones patrimoniales que pueden ser de interés. Las mismas son similares a las expuestas en informes anteriores.
Entre ellas cabe destacar el otorgamiento de autorizaciones autonómicas para enajenar bienes en los casos previstos en la Ley de Administración Local de Aragón. En este sentido, puede mencionarse, por ejemplo, la Orden de 28 de noviembre de 2014, del Departamento de Política Territorial e Interior, por la que se autoriza al Ayuntamiento de Capdesaso para proceder a la enajenación en pública subasta de seis parcelas de naturaleza rústica, propiedad del ayuntamiento, sitas en el término municipal de Capdesaso, calificadas como bienes patrimoniales del municipio (BOA 22/12/2014); o la Orden de 2 de diciembre de 2014, del Departamento de Política Territorial e Interior, por la que se autoriza al Ayuntamiento de Fuentespalda (Matarraña/Matarranya) para proceder a la enajenación mediante subasta de tres parcelas, calificadas como bienes patrimoniales del municipio (BOA 22/12/2014).
En el ámbito de las enajenaciones de patrimonio local, cabe aludir por la peculiaridad de su objeto al Anuncio del Ayuntamiento de Zaragoza, relativo a la validación de licitación pública para la enajenación de tres plantas de sótano para ser destinados a la construcción de un aparcamiento subterráneo privado. (BOA 29/1/15)

También pueden mencionarse autorizaciones para mutaciones demaniales intersubjetivas: Decreto 221/2014, de 23 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se acepta la mutación demanial, por cambio de sujeto, a favor de la Comunidad Autónoma de Aragón, de un solar sito en Zaragoza, para la ubicación de un Centro de Salud (BOA 29/12/2014); y Decreto 213/2014, de 9 de diciembre, del Gobierno de Aragón, por el que se acepta la mutación demanial, por cambio de sujeto, a favor de la Comunidad Autónoma de Aragón, de un terreno sito en La Puebla de Alfindén, para la ubicación de un Instituto de Educación Secundaria” (BOA 19/12/2014)
Asimismo, se han publicado diversos convenios de colaboración entre la Comunidad Autónoma de Aragón y en Entidades locales para la prestación de diversos servicios, en cuyo clausulado se encuentra especificada la cesión de uso de bienes locales para la prestación de dichos servicios. Pueden citarse, entre otros, la Orden de 29 de diciembre de 2014, del Consejero de Presidencia y Justicia, por la que se dispone la publicación del convenio de colaboración entre el Instituto Aragonés de la Mujer y el Ayuntamiento de Calatayud, para la gestión de un inmueble destinado a vivienda tutelada para mujeres en proceso de integración socia (BOA 20/1/2015); o la Orden de 29 de diciembre de 2014, del Consejero de Presidencia y Justicia, por la que se dispone la publicación del convenio de colaboración entre el Instituto Aragonés de la Mujer y el Ayuntamiento de Utebo, para la gestión de un inmueble destinado a vivienda tutelada para mujeres en proceso de integración social (BOA 20/1/2015); o la Orden de 29 de diciembre de 2014, del Consejero de Presidencia y Justicia, por la que se dispone la publicación del convenio de colaboración entre el Instituto Aragonés de la Mujer y la Comarca de Cinco Villas, para la gestión de un inmueble destinado a vivienda tutelada para mujeres en proceso de integración social (BOA 20/1/2015); o la Orden de  23 de octubre de 2014, del Consejero de Presidencia y Justicia, por la que se dispone la publicación del convenio de colaboración entre el Instituto Aragonés de la Mujer y la Comarca de los Monegros, para la prestación del servicio de asesoría psicológica (BOA 7/11/2014); o la Orden de 23 de octubre de 2014, del Consejero de Presidencia y Justicia, por la que se dispone la publicación del convenio de colaboración entre el Instituto Aragonés de la Mujer y la Comarca de Somontano de Barbastro, para la prestación del servicio de asesoría psicológica (BOA 7/11/2014).

Además, también pueden mencionarse autorizaciones para desafectar bienes comunales. Puede citarse, por ejemplo, la Orden de 10 de noviembre de 2014 del Departamento de Política Territorial e Interior del Gobierno de Aragón, por la que se aprueba la desafectación de un bien comunal del Ayuntamiento de Abiego (Somontano de Barbastro) y su calificación como bien patrimonial (BOA 2/12/2014)
Finalmente, se han localizado diversas actuaciones relacionadas con los montes catalogados. Pueden mencionarse, por ejemplo, la Orden de 14 de noviembre de 2014, del Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, por la que se aprueba el deslinde parcial administrativo en segunda fase de los enclavados del monte TE-190 del Catalogo de Utilidad Publica de la provincia de Teruel, denominado "Boalaje del Majo", perteneciente al Ayuntamiento de Mosqueruela (Teruel) y situado en su término municipal, situados en la partida "Pinar Plano" (BOA 17/12/2014); la Orden de 18 de diciembre de 2014, del Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, por la que se aprueba el deslinde total administrativo del monte 307 del Catalogo de Utilidad Publica de la provincia de Teruel, denominado "Cabezo Barbero, Carcamas y Cerro Peñalisa", perteneciente al Ayuntamiento de Aliaga (Teruel) y situado en su término municipal (antiguo Campos) ( BOA 12/1/2015); o la Orden de 20 de noviembre de 2014, del Consejero de Agricultura, Ganadería y Medio Ambiente, por la que se modifica parcialmente el Catalogo de Montes de Utilidad Publica de la provincia de Huesca en lo referente a los límites y cabidas de los montes de Utilidad Pública número 279 "Derecha del Barranco de Bolatica" y número 280 "Plan de Ibón, Paco Bueno, Foratula, Brazato, Braonatuero y Pinircho", sitos en el término municipal de Panticosa y pertenecientes al Ayuntamiento de Panticosa y Quiñón de Panticosa respectivamente (BOA 19/12/2014).
Finalmente, y por lo que respecta a los aprovechamientos de los montes, cabe citar la Resolución de 12 de diciembre de 2014, de la Dirección General de Gestión Forestal, por la que se aprueba el plan anual de aprovechamientos del año 2015, en montes propios de la Comunidad Autónoma de Aragón, montes de utilidad pública y montes consorciados, administrados por el Gobierno de Aragón en la provincia de Teruel (BOA 8/1/2015); o la Resolución de 12 de diciembre de 2014, de la Dirección General de Gestión Forestal, por la que se aprueba el plan anual de aprovechamientos del año 2015, en montes propios de la Comunidad Autónoma de Aragón, montes de utilidad pública y montes consorciados, administrados por el Gobierno de Aragón en la provincia de Zaragoza (BOA 8/1/2015); o el Anuncio del Instituto Aragonés de Gestión Ambiental, por el que se somete a información pública el expediente de concesión de uso privativo para la ocupación de terrenos en el dominio público forestal de los montes de utilidad pública número 255 "Lenito, Rallonera y Rallo" y número 258 "Sierra de Gabás" pertenecientes al Ayuntamiento del Valle de Hecho y sitos en su mismo término municipal, motivada por la instalación de una línea eléctrica aereosubterránea de media tensión para suministro a la Borda Bisaltico (BOA 23/1/2015).

